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en cuanto a su eficacia obstativa del juicio de equivalencia de efectos con 
respecto a las adopciones españolas, dado que aquellas circunstancias, 
no en el supuesto de fallecimiento de ambos progenitores, pero sí en los 
de ausencia y de incapacidad pueden presentar una gradación muy 
diversa en los distintos casos de la realidad práctica, pudiendo darse el 
caso de la aparición sobrevenida del progenitor ausente o la recuperación 
de su capacidad y aptitud para el ejercicio de su deberes paterno-filiales y 
para la eventual reclamación de los derechos recíprocos del progenitor/es 
anteriormente incapaz.

Es aquí donde un minucioso examen del Derecho positivo etíope, con 
arreglo a los textos normativos de que ha adquirido nuevamente conoci-
miento oficial este Centro Directivo, descubre la existencia de importan-
tes argumentos jurídicos para sostener la escasa virtualidad práctica y la 
exigua relevancia jurídica del mantenimiento de los vínculos con la fami-
lia de origen según resulta de los siguientes extremos:

a) La adopción internacional a favor de adoptantes extranjeros se 
configura en el Código de Familia etíope como marcadamente subsidia-
ria, en el caso de que se ponga de manifiesto la inexistencia de otras 
alternativas para el cuidado y educación del niño. En concreto, el artícu-
lo 194 del citado Código ordena al Tribunal que ha de aprobar la adopción 
que, antes de proceder a su aprobación tome especialmente en considera-
ción que «d) where the adopter is a foreigner, the absence of access to 
raise the child in Etiopía», insistiendo el último párrafo de este mismo 
precepto en que la actuación del Tribunal habrá de ser especialmente 
cautelosa en la investigación de las restantes circunstancias a que se 
refiere (opinión del niño y del tutor, idoneidad del adoptante, etc) cuando 
el adoptante sea un extranjero (repárese en que esta circunstancia no 
concurría en el caso resuelto por la Resolución de 6-1.ª de abril de 2006 en 
que el adoptante, etíope de origen, había adquirido la nacionalidad espa-
ñola por residencia sin que este hecho suponga la pérdida de la nacionali-
dad etíope si no media renuncia expresa de la misma: art. 10 de la Ethio-
pian Nationality Proclamation);

b) Pero con ser importante el dato anterior, el que resulta decisivo en 
este proceso interpretativo es el que emerge de la lectura del apartado 3 del 
artículo 183 del Código de Familia etíope conforme al cual «Wherever a 
choise has to be made between the family of adoption and the family of ori-
gin, the family of adoption shall prevail», del que resulta un claro principio de 
prelación o preferencia a favor del vínculo filial resultante de la adopción 
respecto del vínculo subsistente derivado de la procreación natural en cual-
quier caso de colisión, conflicto o incompatibilidad entre ambas filiaciones, 
según la interpretación más plausible del trascrito precepto. Desde esta pers-
pectiva, reducida así la subsistencia de los vínculos con la familia de origen al 
ámbito de los efectos compatibles con la filiación adoptiva, desaparece la 
confrontación o falta de equivalencia con el Derecho español, ya que también 
en éste se mantiene un ámbito de eficacia residual de la filiación natural, en 
concreto exceptuándose tal ruptura de vínculos en cuanto a los impedimen-
tos matrimoniales –por razón de parentesco– (cfr. art. 178 n.º3 y 47 n.º 1 y 2 
C.c.) y admitiendo la posibilidad de la reviviscencia de la patria potestad de 
los progenitores naturales y de extinción de la adopción cuando sin culpa del 
padre o de la madre no hubieren intervenido en el expediente de adopción a 
fin de expresar su consentimiento o asentimiento a la adopción (cfr. art. 180 
n.º 3), sin perjuicio de la conservación de la nacionalidad y de los efectos 
patrimoniales ya producidos;

c) A lo anterior se suma el hecho de que en cuanto a lo que parte de 
nuestra doctrina civilística ha denominado «nueva estructuración de las 
relaciones de filiación», junto con los supuestos de adopciones de «susti-
tución total», bien de carácter doble (en que se sustituye el doble vínculo 
de la filiación natural materna y paterna por otro vínculo doble en los 
casos de adopción conjunta por dos personas admitidos legalmente), bien 
de carácter simple (en que el doble vínculo de la filiación natural se susti-
tuye por una única relación de filiación, existen los supuesto de adopcio-
nes de «sustitución parcial», previstas legalmente en los casos en que «el 
adoptado sea hijo del cónyuge del adoptante, aunque el consorte hubiere 
fallecido» y cuando «sólo uno de los progenitores haya sido legalmente 
determinado y el adoptante sea persona de distinto sexo al de dicho pro-
genitor, siempre que tal efecto hubiere sido solicitado por el adoptante, el 
adoptado mayor de doce años y el padre o madre cuyo vínculo haya de 
persistir» (cfr. art. 178 n.º 2 C.c.), supuestos que demuestran que el requi-
sito de la ruptura de vínculos con la familia anterior no es absoluto, sino 
sujeto a ciertas excepciones, lo que permite introducir un factor de flexi-
bilidad en la interpretación de este extremo siempre que quede salvaguar-
dad la finalidad que se persigue por el artículo 9.5 del Código civil con el 
requisito de la «correspondencia de efectos».

3.º Finalmente, se exige que la adopción constituida ante autoridad 
extranjera tenga carácter irrevocable. Así resulta del artículo 180 n.º 1 del 
Código civil que categóricamente dispone que «La adopción es irrevoca-
ble». En la legislación etíope encontramos en este punto una clara antino-
mia, ya que si, por una parte, el artículo 195 del Código de Familia, titulado 
«Irrevocabilidad de la adopción», si bien comienza formulando la proposi-
ción de que «la adopción no puede ser revocada por ninguna razón», a 

continuación introduce diversas causas en presencia de las cuales se puede 
excepcionar dicha regla general, causas vinculadas al maltrato de que el 
adoptante pueda hacer objeto al adoptado (sometimiento a trato similar a 
la esclavitud, forzarle a realizar actos inmorales o cualquier otra actuación 
que pueda ir en detrimento de su futuro), es decir, que se admite la revoca-
ción de la adopción en presencia de actos que supongan un grave incumpli-
miento de los deberes de cuidado y educación del menor propios de la 
patria potestad (cfr. art. 154 C.c.). Pero no es la admisión de excepciones a 
la regla general lo que determina la antinomia o contradicción normativa 
antes aludida, sino el hecho de que, frente a la admisión de tales excepcio-
nes por parte del «Revised Family Code», el Código Civil etíope en su 
artículo 806 de forma apodíctica y sin límite o excepción alguna declara que 
«Adoption may not be revoked for any reason». En cualquier caso, sea cual 
fuere el criterio jurídico interno utilizado por el Ordenamiento jurídico 
etíope para la superación de tal contradicción, lo que pone de manifiesto 
este último precepto es que frente a un principio general tan categórico 
cualquier excepción habrá de ser interpretada cautelosa y restrictivamente 
y siempre en beneficio e interés del menor.

Ahora bien, como se ha indicado más arriba, ha de distinguirse en esta 
materia entre los supuestos de revocación voluntaria por parte de 
adoptante/s de aquellos otros en que la revocación tiene lugar por resolu-
ción judicial. Son los primeros en los que la imposibilidad del acceso de la 
adopción internacional al Registro Civil español es manifiesta, salvo que se 
formalice la renuncia a la revocación en la forma prevista por el artículo 9 
n.º 5-IV del Código civil, según la fórmula que fue incorporada a su redac-
ción por la Ley 18/1999, de 18 de mayo. Por el contrario, en el caso de las 
revocaciones judiciales, se hace preciso, a fin de verificar la concordancia 
o equivalencia de efectos con la adopción española, realizar un estudio 
detallado de las causas concretas que podrán ser invocadas ante el Tribunal 
para obtener la revocación e, incluso, de las reglas de legitimación procesal 
activa. En el caso de las adopciones etíopes es cierto que la enunciación de 
las causas de revocación, en alguno de sus extremos, es muy amplia (v.gr. 
al referirse a cualquier actuación del adoptante que puede suponer detri-
mento para el futuro del adoptado), aspecto éste que fue ponderado por la 
Resolución de este Centro Directivo de 6-1.ª de abril de 2006, pero también 
es cierto que en todo caso las citadas causas de revocación están inspiradas 
en el principio del interés superior del menor que, de forma sustancial-
mente coincidente a como se formula en la Ley Orgánica española 1/1996, 
de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, se manifiesta también en 
la regulación que sobre la adopción se contiene en el Código etíope de la 
Familia, curiosamente de forma aún más acentuada cuando el adoptante 
sea un ciudadano extranjero, en cuyo caso el Tribunal no deberá aprobar la 
adopción a menos que una autoridad competente para velar por el bienes-
tar del niño, después de haber obtenido y analizado toda la información 
personal, social y económica relevante del adoptante, llegue al convenci-
miento de que el acuerdo de adopción es beneficioso para el niño (cfr. art. 
193 n.º 1). Si a ello se añade que el adoptante no figura entre los legitimados 
procesalmente para promover la acción de revocación, correspondiendo la 
postulación activa al adoptado, a las autoridades públicas competentes 
para velar por el bienestar de los niños o a otros interesados, sin perjuicio 
de la obligada audiencia al adoptante (cfr. art. 196 Código de Familia), se 
alcanza la conclusión de la falta de relevancia suficiente que, a fin de impe-
dir un juicio favorable de equivalencia de efectos entre la adopción etíope y 
la española, presenta la admisión de las causas de revocación analizadas, al 
menos por sí solas, esto es, si no entran en concurrencia con otros motivos 
o elementos de falta de coincidencia entre ambas adopciones.

En consecuencia, puede concluirse que las adopciones constituidas con 
arreglo al vigente Derecho etíope en los casos examinados cumple la regla 
de «correspondencia de efectos» impuesta por el artículo 9 n.º 5 del Código 
civil y, por tanto, pueden ser reconocidas en España como verdaderas 
adopciones en el sentido pleno del término propio del Derecho español y, 
en su virtud, siempre que se cumplan los demás requisitos legales, ser ins-
critas en el Registro Civil español.

Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, estimar el recurso interpuesto y revocar la calificación 
apelada.

Madrid, 23 de noviembre de 2006.–La Directora General de los Registros 
y del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 22833 RESOLUCIÓN de 27 de noviembre de 2006, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
interpuesto por el Notario de Santa Cruz de Tenerife don 
Javier Martínez del Moral, contra la negativa del registra-
dor de la propiedad de La Laguna número 1 a inscribir 
una escritura de herencia.

En el recurso interpuesto por el Notario de Santa Cruz de Tenerife, 
don Javier Martínez del Moral, contra la negativa del Registrador de la 
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Propiedad de La Laguna número 1, don Sergio Saavedra Queimadelos, a 
inscribir una escritura de herencia.

Hechos

I

En escritura autorizada por el Notario de Santa Cruz de Tenerife, don 
Javier Martínez del Moral, con fecha 20 de octubre de 2005, número 2.088 
de protocolo, don José Francisco Febles Plasencia, en nombre y repre-
sentación de doña Juana María y doña Jocelyne Febles Plasencia, forma-
lizó las operaciones particionales de la herencia causada por don Erasmo 
Febles Hernández (también conocido por José Luis).

II

Presentada esta escritura en el Registro de la Propiedad de la Laguna 
número 1, fue calificada con nota del siguiente tenor literal: « Calificado 
el precedente documento conforme al artículo 18 de la Ley Hipotecaria, 
se suspende su inscripción en base a los siguientes hechos y fundamen-
tos de derechos: Hechos.–El documento calificado consistente en escri-
tura de Adaptación –sic– y Adjudicación de Herencia de don Erasmo 
Febles Hernández, autorizada el día 20 de octubre de 2005, ante el Nota-
rio de Santa Cruz de Tenerife, don Javier Martínez del Moral, con el 
número 2.088 de su protocolo. En dicha escritura don José Francisco 
Febles Plasencia, actuando en su propio nombre y además en represen-
tación de su madre, doña Juana María Plasencia Cejas y de su hermana 
doña Jocelyne Febles Plasencia, acepta la herencia de su padre, liquida 
la comunidad conyugal y adjudica la herencia entre los herederos. Dicha 
escritura se presentó, para su despacho, el día 9 de enero de 2006, bajo el 
asiento 561 del Diario 191. En el documento calificado se observan los 
siguientes defectos: 1.º Imprecisión en los datos identificativos del 
causante, ya que los bienes aparecen inscritos en el Registro a nombre de 
don José Luis Febles Hernández y toda la documentación aportada se 
refiere a don Erasmo Febles Hernández. En la Escritura se afirma que 
también era conocido por José Luis, pero sin acreditarlo. Por otra parte, 
en la escritura no se indica la nacionalidad del causante y de la documen-
tación aportada parece deducirse que no era de nacionalidad española, 
sino venezolana, dato éste que puede tener importancia a la hora de 
determinar cual ha de ser la Ley aplicable a la sucesión (artículo 9-5.º del 
Reglamento Hipotecario, artículo 161 del Reglamento Notarial); 2.º Im-
precisión también en la reseña del título de representación con que actúa 
el apoderado ya que lo hace en representación de dos personas (su 
madre y su hermana) pero el Notario dice que ha tenido a la vista el título 
legítimo de representación, formalizado en escritura de poder «otorgada 
por el representado» (cuando debería decir «las representadas») y luego 
habla también de la capacidad jurídica «de su representada» (cuando 
debería decir «sus representadas»). Tampoco hace referencia alguna a si 
en dicho poder se salva o no la figura de la autocontratación y es evi-
dente que entre el representante y sus representadas pueden existir 
intereses contrapuestos (artículo 18 de la Ley Hipotecaria, 51-9.º del 
Reglamento y 98 de la Ley 24/2001); 3.º Imprecisión igualmente en el 
apartado correspondiente a las adjudicaciones. Tanto en la disolución de 
la comunidad matrimonial, como en la liquidación de la herencia, las 
adjudicaciones deben referirse a bienes concretos aunque dichos bienes 
se adjudiquen en participaciones indivisas, pero no a patrimonios univer-
sales como son la comunidad conyugal o la herencia. Y así no es correcto 
que se diga que doña Juana María Plasencia, en pago de sus derechos en 
la comunidad matrimonial, se adjudica «la mitad indivisa del patrimonio 
inventariado» (debería decir la mitad indivisa de «cada uno de los bienes 
que integran el patrimonio inventariado») y en pago de sus derechos 
hereditarios «el usufructo de una tercera parte indivisa de la herencia» 
(debería decir «de cada uno de los bienes integrantes de la herencia»). Y 
lo mismo ocurre con las adjudicaciones de los herederos. Pero además 
se dice que «cada uno» de los herederos, en pago de sus derechos here-
ditarios, se adjudican la nuda propiedad de una tercera parte indivisa de 
la herencia y la plena propiedad de dos terceras partes indivisas de la 
herencia (o sea, en total seis terceras partes de la herencia, lo cual es 
imposible). En lugar de «cada uno», debería decir, «entre los dos», aña-
diendo, además, «por partes iguales entre ellos» de conformidad con el 
artículo 54 del Reglamento Hipotecario. Y tales adjudicaciones deberían 
de referirse a cada uno de los bienes y no a la herencia en general. Todas 
estas imprecisiones dan lugar a un confusionismo que impide que se 
hagan constar en los asientos registrales las circunstancias exigidas por 
la legislación hipotecaria. El principio de especialidad impone la exacta 
determinación precisa e inequívoca de la naturaleza y extensión del dere-
cho que se inscribe (artícu los 9-2.º de la Ley Hipotecaria y 51-6.º del 
Reglamento).

Contra esta nota podrá interponerse recurso ante la Dirección Gene-
ral de los Registros y del Notariado, en el plazo de un mes, a contar de su 

notificación, conforme se determina en los artículos 324 y siguientes de 
la Ley Hipotecaria y concordantes de su Reglamento o hacer uso de la 
calificación sustitutoria regulada en el Real Decreto 1039/2003, de 1 de 
agosto, ante el Registrador a quien en su caso corresponda con arreglo al 
cuadro de sustituciones que se especifica en dicho Real Decreto o impug-
nar la calificación ante el Juzgado de Primera Instancia de la Capital de 
la Provincia, conforme a lo dispuesto en el párrafo 1.º del artículo 324 de 
la Ley Hipotecaria.–San Cristóbal de La Laguna, a 20 de enero de 2006.–
El Registrador.

III

Contra la anterior calificación, el Notario de Santa Cruz de Tenerife 
don Javier Martínez del Moral, interpuso recurso, con fecha 25 de 
febrero de 2006, con base en los siguientes fundamentos: 1. Habién-
dose practicado la inscripción de una de las fincas contenidas en el 
título, registral 233 Bis, no cabe ni recalificar el título (por ejemplo, si el 
Registrador cambia de criterio respecto de una calificación positiva 
anterior) ni emitir después de la inscripción la calificación (favorable o 
desfavorable aunque el asiento se haya practicado sin previa califica-
ción registral en forma); en el presente caso, incurre el Registrador en 
una contradicción insalvable pues no puede denegar la inscripción de 
un título por ser impreciso después de haberse practicado la inscripción 
precisa (y correcta de ese título); 2. De la escritura calificada que con-
tiene la declaración judicial de herederos, como documento incorpo-
rado, resulta que don Erasmo F. H. se casó con doña Juana M.ª P. C. el 
día 4 de agosto de 1961. También sabemos que don Erasmo falleció en 
estado de casado con doña Juana M.ª el día 27 de julio de 2000, no apre-
ciándose de las declaraciones testificales que se hubieran separado ni 
divorciado. Resultando que doña Juana M.ª P.C. adquirió durante su 
matrimonio y para su comunidad de gananciales las fincas inventariadas 
en escritura otorgada el 26 de mayo de 1984, aunque se expresara enton-
ces que el nombre de su cónyuge era José Luis debemos concluir, cote-
jado el título y los asientos del Registro, que Erasmo y José Luis son una 
misma persona; 3. Por lo que a la nacionalidad del causante se refiere, 
su constancia no tiene que figurar en la comparecencia de su herencia 
sino en la declaración de herederos. Cuando el art. 161 del Reglamento 
Notarial regula los supuestos en que deben dejarse constancia expresa 
de la nacionalidad de los comparecientes en la redacción de los instru-
mentos públicos, nada dice sobre la constancia de la nacionalidad de los 
finados que, naturalmente no pueden ser comparecientes en su propia 
partición hereditaria; por lo demás de la calificación resulta imposible 
saber que defecto concreto se invoca y por qué, lo que deja a los intere-
sados en una inscripción en una completa indefensión. El recurrente a 
continuación argumenta acerca de la ley aplicable a la sucesión de 
acuerdo con lo dispuesto en el Código Civil español y en la reciente 
doctrina de la Dirección General de los Registros y del Notariado, para 
concluir diciendo que el causante tenia doble nacionalidad originaria-
mente española y ulteriormente venezolana y residencia venezolana al 
tiempo de fallecer, si atendemos a la declaración de herederos que se 
invoca para justificar la legitimación de los otorgantes, quienes decidie-
ron repartirse el caudal relicto en los términos que se han documentado 
y frente a ese acto de libertad no hay nada que objetar; 4. Por lo que se 
refiere a la existencia de imprecisiones de género y número en la redac-
ción del juicio del suficiencia del apoderamiento relacionado en la escri-
tura, entiende el recurrente que lo verdaderamente relevante de un error 
para que sea considerado defecto es que sea imposible deducir el sen-
tido univoco del negocio después de aplicar la reglas generales herme-
néuticas, lo que no sucede en este caso atendiendo a un elemental 
cotejo contextual del documento; 5. Sobre si debe o no constar expre-
samente salvada la autocontratación en la escritura en la que se rela-
ciona el poder, el recurrente recuerda las innumerables resoluciones y 
sentencias que limitan la función calificadora del Registrador en este 
extremo a calificar, de un lado, la existencia y regularidad de la reseña 
identificativa del documento del que nace la representación y, de otro, la 
existencia del juicio notarial de suficiencia expreso y concreto en rela-
ción con el acto o negocio jurídico documentado o las facultades ejerci-
tadas y la congruencia de la calificación que hace el notario del acto o 
negocio jurídico documentado y el contenido del mismo titulo, doctrina 
vinculante que vuelve a ser desatendida por el Registrador, a fecha de 
hoy, después de las diversas resoluciones de la Dirección General, de las 
Sentencias de los Juzgados de Primera Instancia de Santa Cruz de Tene-
rife, y posteriormente de la Audiencia Provincial de esa misma provincia 
en recurso promovido por el propio Registrador, y del contenido de la 
reforma operada por la Ley 24/2005, que no deja margen racional de 
duda al Registrador sobre los límites de su calificación; 6. Por lo que 
toca a las imprecisiones en sede de adjudicaciones, el recurrente 
entiende que la opinión del Registrador en el sentido de no admitir que 
se adjudique la mitad indivisa del «patrimonio inventariado» o «del 
patrimonio hereditario», carece de cualquier justificación o motivación, 
siendo la propuesta alternativa ofrecida por el Registrador en el sentido 



BOE núm. 310 Jueves 28 diciembre 2006 46153

de que se deben adjudicar participaciones indivisas de los bienes que 
integran el patrimonio inventariado, no puede ser mas desafortunada, 
porque deja sin adjudicar (en la esfera interna de los codeudores) las 
obligaciones que puedan formar parte del caudal relicto, conocidas o 
no, visión simplista tomada desde una perspectiva jurídica necesaria-
mente parcial que solo tiene en cuenta aquello que es inscribible.

El Notario recurrente acaba solicitando a la Dirección General dicte 
resolución ordenando la reforma de la calificación, al tiempo que denun-
cia las irregularidades expuestas y la violación de la doctrina vinculante 
de la Dirección General, por lo que solicita el correspondiente expediente 
sancionador contra el Registrador presuntamente infractor de sus obliga-
ciones públicas.

IV

Con fecha 6 de marzo de 2006, con entrada en este centro directivo 
el 10 de marzo, el señor Registrador de la Propiedad de San Cristóbal de 
la Laguna número 1, don Sergio Saavedra Queimadelos, remitió el expe-
diente del recurso a este centro directivo, al tiempo que informó: 1.–Que 
el testimonio del título calificado que se acompaña al recurso no se 
corresponde con el documento que fue presentado al Registro y objeto 
de la calificación, ya que en él se incluye una diligencia subsanatoria 
extendida el día 2 de febrero de 2006 y por tanto posterior a la nota de 
calificación, por la que se subsanan las imprecisiones en las adjudicacio-
nes que se contenían en el documento calificado, diligencia que cuando 
sea objeto de presentación dará lugar a una nueva calificación; 2.–Que la 
nota simple informativa expedida por ese Registro el día 3 de febrero 
de 2006 (por tanto también con posterioridad a la nota de calificación) 
que lleva al Notario a considerar que el documento calificado fue inscrito 
parcialmente en cuanto a una de las fincas y por tanto la calificación del 
Registrador sería caprichosa, arbitraria e incongruente y por ello mere-
cedora de una sanción disciplinaria, era errónea, puesto que el docu-
mento no fue parcialmente inscrito, error que el Registrador imputa al 
proceso informático de incluir las fincas en los índices informatizados; 
3.–Que en orden a la responsabilidad disciplinaria que el Notario recu-
rrente pide se exija al Registrador por no acatar la doctrina sentada ya 
por el Centro Directivo sobre el juicio notarial de capacidad, el Registra-
dor informante expresa que acata totalmente la doctrina sentada, pero 
discrepa en su interpretación.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 9.8, 12.6, 1281, 1282, 1284 y 1285 del Código Civil; 
18, 281 y 326 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 18.2 del Código de 
Comercio; 17 bis de la Ley del Notariado; 18, 326 y 327 de la Ley Hipote-
caria; 98.2 de la Ley 24/2001, de 29 de diciembre; artículo trigésimo 
cuarto de la Ley 24/2005 de 18 de noviembre; 36.2 y 117 del Reglamento 
Hipotecario; artículos 148 y 157. 2, del Reglamento Notarial; Resolucio-
nes de 19 de junio de 1990; 14 de febrero de 1996 (Servicio Notarial); 4 
de septiembre de 1998; 27 de abril y 28 de mayo de 1999; 21 de noviem-
bre de 2001 y 13 de diciembre de 2001; 24 de mayo de 2002; 11 de marzo 
y 18 de junio de 2003; 17 de enero, 5 de febrero y 1 de marzo y 15 de 
octubre de 2005; 3, 4, 21, 22 y 23 de febrero; 12, 14, 15, 16 y 28 de marzo; 
1 y 28 de abril, y 4 (1.ª y 2.ª), 5 (1.ª), 18 (2.ª), 19, 20 (3.ª y 4.ª), 21 (1.ª, 2.ª, 
3.ª y 4.ª), 23 (1.ª, 2.ª y 3.ª), y 28 de mayo y 17 de junio de 2005 y 22 de 
septiembre de 2005, entre otras.

1. Se plantea en este recurso una serie de cuestiones relacionadas 
con la inscripción en el Registro de la Propiedad de una escritura de acep-
tación de herencia, liquidación de sociedad conyugal y adjudicación de la 
herencia de un ciudadano venezolano. En él se combaten por el Notario 
autorizante todos los defectos expresados por el Registrador en su nota 
de calificación, a excepción del último de ellos relativo a la proporción en 
que se efectúan las adjudicaciones a cada uno de los herederos, que no ha 
sido objeto de impugnación.

2. La primera causa impeditiva alegada por el Registrador en su 
nota de calificación, es la imprecisión en los datos identificativos del 
causante, ya que los bienes aparecen inscritos a nombre de don José 
Luis Febles Hernández y toda la documentación aportada se refiere a 
don Erasmo Febles Hernández y si bien en la escritura se afirma que el 
causante era también conocido con el nombre de José Luis, este 
extremo no se acreditaba.

La utilización en las relaciones sociales de otro nombre, además del 
impuesto oficialmente, ha sido relativamente frecuente en todas las épo-
cas y ha respondido a diferentes circunstancias como vino a reconocer la 
Resolución de este Centro Directivo de 14 de febrero de 1996 (Servicio 
Notarial), donde se dispuso que, en esos casos, podría el Notario consig-
nar el segundo nombre a continuación del oficial (cfr. artículo 157. 2 del 
Reglamento Notarial), precedido de la expresión «habitual o socialmente 
conocido por…» o simplemente «también conocido por…». Por otra 
parte, como ya sostuviera esta Dirección General en diversas Resolucio-

nes (cfr. las de 19 de junio de 1990, 4 de septiembre de 1998, 21 de 
noviembre de 2001 y 13 de diciembre de 2001), la simple divergencia en 
el nombre o apellidos de los otorgantes (entre los que figuran en el título 
y lo que conste en el Registro) no puede provocar la suspensión de la 
inscripción pretendida, si los restantes datos suministrados en el título, 
permiten al Registrador alcanzar la necesaria certeza sobre la identidad 
de aquéllos. En el caso objeto de recurso, además de constar en la escri-
tura la manifestación de los otorgantes de que su padre era también 
conocido con el nombre de José Luis, obra unida a la escritura el certifi-
cado de matrimonio del causante y su hoy viuda, así como la certifica-
ción acreditativa de que en el momento de su fallecimiento estaba 
casado con la misma mujer y, aunque en ambos documentos, el causante 
aparece con el nombre de Erasmo, el hecho de que en el Registro apa-
rezca que la adquisición en época intermedia la hizo con el nombre de 
José Luis casado con esa misma mujer, debe llevarnos a concluir con 
total certidumbre, que se trata de la misma persona, pues en contra sólo 
podría sostenerse la intrincada hipótesis de que el causante se casó ini-
cialmente con su hoy viuda, después se divorció de ella, se casó con un 
hermano del marido llamado José Luis (comprando en ese momento 
intermedio la finca inscrita), para después volver a divorciarse del 
segundo esposo, y volver a casarse de nuevo con su primer marido 
Erasmo, del que finalmente enviudó.

3. Alega el Registrador que en la escritura no se indica la nacionali-
dad del causante y de la documentación aportada se deduce que era 
venezolano, dato éste que puede tener importancia a la hora de determi-
nar cual ha de ser la ley aplicable a la sucesión. No se entiende, con la 
causa alegada, qué defecto concurre a juicio del Registrador que impida 
la inscripción. En efecto, en el cuerpo de la escritura no se dice expresa-
mente cual es la nacionalidad del causante, pero el título sucesorio incor-
porado a la misma matriz, de la que por tanto forma parte (declaración 
de herederos), determina con toda claridad que su nacionalidad era 
venezolana. Cuestión distinta hubiera sido la alegación por el Registra-
dor en el ejercicio de la función calificadora que le reconoce el artícu lo 18 
de la Ley Hipotecaria, de la insuficiente prueba del derecho extranjero, al 
no regir en relación con el Derecho extranjero el principio «iura novit 
curia» (cfr. artículos 12.6 del Código Civil, 281 de la Ley de Enjuicia-
miento Civil, 36.2 del Reglamento Hipotecario y Resoluciones de 27 de 
abril de 1999, 5 de febrero y 1 de marzo de 2005), en la determinación 
exacta de los derechos hereditarios de acuerdo con la legislación vene-
zolana (que no aparecen especificados en el título sucesorio) o cuales 
fueran los derechos sucesorios del cónyuge viudo, con arreglo a aquella 
legislación o con la que regula el matrimonio de acuerdo con las normas 
de conflicto españolas (artículo 9.8 último inciso del Código Civil y Reso-
luciones de 11 de marzo y 18 de junio de 2003), teniendo en cuenta que el 
matrimonio se celebró en España, pero estando limitado el recurso a las 
cuestiones directa e inmediatamente relacionadas con la calificación 
registral (cfr. artículos 326 de la Ley Hipotecaria y 117 del Reglamento 
Hipotecario), esas cuestiones no pueden ser abordadas en el marco de 
esta resolución.

4. En orden a la representación con que actúa el otorgante de la 
escritura, alega el Registrador imprecisión en la reseña del título repre-
sentacional, ya que en la escritura se habla de poder «otorgado por el 
representado» (cuando debería decir «las representadas») y luego habla 
también de la capacidad jurídica « de su representada» (cuando debería 
decir «sus representadas»). Ciertamente el Notario tiene la obligación de 
redactar los instrumentos públicos en estilo preciso y sin términos ambi-
guos (cfr. artículo 148 del Reglamento Notarial). Sin embargo, una vez 
otorgado el documento, gozando de las presunciones de exactitud y lega-
lidad que se derivan de la autorización notarial (cfr. artículo 17 bis de la 
Ley del Notariado), debe ser interpretado teniendo en cuenta todas las 
reglas hermenéuticas legalmente previstas, no sólo la simple y pura litera-
lidad (artículo 1281.1.º del Código Civil), sino también la intención evi-
dente de los contratantes reflejada en el negocio documentado 
(artícu lo 1281.2 del Código Civil), la valoración global de sus cláusulas 
(cfr. artículo 1285 del Código Civil) y su inteligencia en el sentido más 
adecuado para que produzca efecto (cfr. artículo 1284 del Código Civil). 
Por ello, en este caso, la consignación por el Notario de los datos perso-
nales de las dos herederas representadas y la reseña de los datos de la 
escritura de poder que tuvo a la vista, unido a la emisión bajo su respon-
sabilidad del juicio de suficiencia –ex artículo 98 de la Ley 24/2001– para 
el otorgamiento de esa concreta escritura en la que se adjudican derechos 
a las dos poderdantes, tiene que ser suficiente para entender que las 
expresiones utilizadas responden a simples errores sintácticos que no 
pueden ser elevados a la categoría de defecto obstativo de la inscripción 
de la escritura calificada.

5. Argumenta también el Registrador que en la escritura no se hace 
referencia alguna a si en dicho poder se salva o no la figura de la autocon-
tratación y es evidente que entre el representante y sus representadas 
pueden existir intereses contrapuestos.

Esta cuestión ha sido abordada en innumerables ocasiones por este 
Centro Directivo, como se pone de manifiesto con la referencia a la 
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multitud de Resoluciones citadas en los Vistos. Desde este punto de 
vista, bastaría que se demostrara la identidad de supuesto entre el pro-
blema jurídico planteado por el funcionario calificador y las previas 
resoluciones de esta Dirección General para que por aplicación de lo 
dispuesto en el párrafo décimo del artículo 327 de la Ley Hipotecaria, 
este Centro Directivo revocara la nota de calificación si contradice la 
doctrina contenida en Resoluciones de este Centro cuando ha resuelto 
recursos frente a calificaciones negativas. Así, en el presente supuesto 
es evidente el paralelismo existente entre la calificación negativa del 
Registrador y la doctrina contenida en las Resoluciones enumeradas en 
el apartado «Vistos» de la presente, de modo que por aplicación del 
artículo 327 de la Ley Hipotecaria debería, sin más, estimarse este 
recurso al ser vinculante para el Registrador dichas Resoluciones, mien-
tras no se anulen por los Tribunales.

No obstante, y a los solos efectos de explicitar para este supuesto la 
previa doctrina de este Centro Directivo, cabe recordar que, según el fun-
damento de derecho quinto de las Resoluciones de 14, 15, 17, 20, 21 y 22 
de septiembre de 2004, cuyo contenido se ha reiterado en las de 14, 15, 18, 
19, 20, 21 y 22 de octubre y 10 de noviembre de 2004 y 10 de enero de 2005 
–entre otras más recientes citadas en los «Vistos» de la presente–, «para 
que pueda entenderse válidamente cumplido el artículo 98 de la 
Ley 24/2001, de 27 de diciembre, el Notario deberá emitir con carácter 
obligatorio un juicio, una calificación si se prefiere, acerca de la suficien-
cia de las facultades contenidas en el mandato representativo para forma-
lizar el acto o negocio jurídico pretendido o en relación a aquellas faculta-
des que se pretendan ejercitar. Obviamente, las facultades representativas 
deberán acreditarse al Notario mediante exhibición del documento autén-
tico. Asimismo, el Notario deberá hacer constar en el título que autoriza 
que se ha llevado a cabo ese juicio de suficiencia; que tal juicio se ha refe-
rido al acto o negocio jurídico documentado o a las facultades ejercitadas; 
que se han acreditado al Notario dichas facultades mediante la exhibición 
de documentación auténtica y la expresión de los datos identificativos del 
documento del que nace la representación que deberá comprender, al 
menos, el nombre o denominación social del poderdante y del apoderado, 
el nombre del Notario autorizante, la fecha del documento, el número de 
protocolo y su vigencia.

Las obligaciones para el Registrador son también palmarias puesto 
que deberá calificar, de un lado, la existencia y regularidad de la reseña 
identificativa del documento del que nace la representación y, de otro, la 
existencia del juicio notarial de suficiencia expreso y concreto en rela-
ción con el acto o negocio jurídico documentado o las facultades ejercita-
das y la congruencia de la calificación que hace el Notario del acto o 
negocio jurídico documentado y el contenido del mismo título.

Dicho de otro modo, deberá calificar que se ha practicado la reseña 
de modo adecuado y que se ha incorporado un juicio de suficiencia de 
las facultades del representante, siendo el contenido de éste y de la 
calificación que hace el Notario congruente con el acto o negocio jurí-
dico documentado.

Por último, en el ejercicio de esa función calificadora el Registrador no 
podrá, en ningún caso, solicitar que se le acompañe el documento auténtico 
del que nacen las facultades representativas; o que se le transcriban facul-
tades o que se le testimonie total o parcialmente contenido alguno de dicho 
documento auténtico del que nacen las facultades representativas; igual-
mente, no podrá acudir a ningún medio extrínseco de calificación. La razón 
esencial por la que el Registrador ha de sujetarse en su función a lo que 
resulte del título presentado se deriva de los artícu los 18 de la Ley Hipote-
caria y 18.2 del Código de Comercio, pues de su simple lectura se advierte 
que en el ejercicio de su función pública el Registrador tiene tasados los 
medios de calificación siendo los mismos dos: el título presentado a ins-
cripción y los asientos del Registro del que sea titular, lo que resulta plena-
mente armónico y coherente con la presunción de integridad y veracidad 
que se atribuye al documento público notarial ex artículo 17 bis de la Ley 
del Notariado, de 28 de mayo de 1862».

Examinado el título presentado a calificación se observa que el Nota-
rio ha reseñado adecuadamente el respectivo documento del que nacen 
las facultades representativas. Así, se manifiesta que se trata de poder 
conferido mediante escritura pública autorizada por el Notario que se 
identifica, añadiendo la fecha del poder, el número de protocolo y los 
datos de inscripción, respectivamente; así mismo se expresa que el apo-
derado asevera la subsistencia de la representación que ejercita (asevera-
ción esta última que, por lo demás, no es imprescindible, según la doc-
trina de este Centro Directivo –cfr., por todas, la Resolución de 28 de 
mayo de 1999–, pues aparte que no hay norma que lo imponga, y su inclu-
sión en las escrituras se debe más bien a una práctica reiterada, bien 
puede entenderse implícita en la afirmación de su cualidad de apoderado 
que hace el representante en el momento del otorgamiento). Nada hay 
que objetar, pues, a la existencia y regularidad de la reseña.

Respecto del juicio de suficiencia el Notario expresa en el título lo 
siguiente: «Yo, el Notario, previo examen del título público exhibido, 
estimo bajo mi responsabilidad y con plena eficacia en el ámbito extraju-
dicial, que son suficientes las facultades representativas que me han sido 

acreditadas para otorgar el presente título de aceptación y adjudicación de 
herencia».

Resulta evidente que el juicio de suficiencia contenido en la escritura es 
congruente y coherente con el negocio jurídico documentado en dicho 
título y con el mismo contenido de éste, ya que se trata de una escritura de 
aceptación y adjudicación de herencia.

Así las cosas, el recurso debe ser estimado en su integridad, ya que el 
Notario ha cumplido fielmente con sus obligaciones –reseñar el docu-
mento auténtico del que nacen las facultades representativas y emitir un 
juicio de suficiencia de éstas que resulta coherente con el negocio jurí-
dico documentado–.

Carecen, por tanto, de virtualidad alguna los obstáculos manifesta-
dos por el Registrador, ya que atendidos los artículos 18 de la Ley 
Hipotecaria y 98 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, el Notario no 
tiene por qué reseñar en modo alguno el contenido del documento del 
que nacen las facultades representativas; en idéntico sentido, no 
podría el Registrador exigir que se le acompañe documento alguno, 
pues con tal actuación estaría infringiendo los artículos 18 de la Ley 
Hipotecaria y 17 bis de la Ley del Notariado, al tener que ejercer su 
función calificadora por lo que resulte del título y de los asientos del 
Registro, sin acudir a medios extrínsecos de calificación; por último, el 
juicio de suficiencia del Notario está suficientemente motivado, ya que 
resulta congruente con el contenido del negocio jurídico documentado 
en el título, siendo este aspecto capital el que debería haber calificado 
el Registrador, esto es, si es congruente el juicio de suficiencia emitido 
por el Notario con el contenido del título, examinado el negocio jurí-
dico concluido.

Por lo demás debe destacarse que el mencionado criterio de este Centro 
Directivo en la interpretación del artículo 98 de la Ley 24/2001, de 27 de 
diciembre, ha sido confirmado por la reciente modificación de ese precepto 
legal llevada a cabo por el artículo trigésimo cuarto de la Ley 24/2005, de 18 
de noviembre, de reformas para el impulso a la productividad.

6. En orden a las adjudicaciones a los herederos, el Registrador 
entiende que existe también imprecisión, porque éstas deben referirse a 
bienes concretos y no a participaciones del «patrimonio inventariado» o 
«de la herencia», por lo que el principio de especialidad impide que se 
hagan constar en los asientos registrales. Este defecto tampoco puede man-
tenerse. La herencia está compuesto por todos los bienes, derechos y obli-
gaciones del causante que no se extinguen por su muerte (artículo 659 del 
Código Civil) y siendo eso así, no debe existir inconveniente, por no inducir 
a confusión alguna, que al hacerse las adjudicaciones al cónyuge viudo y a 
los herederos, se utilice, aún en aquellas herencias que no tiene deudas en 
su inventario, las expresiones más generales de «patrimonio inventariado» 
o «herencia», en vez de referirse a bienes concretos y determinados, por 
cuanto dentro de esa expresión más amplia, están aquéllos incluidos en su 
propia individualidad.

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso interpuesto en 
los términos que resultan de los fundamentos expuestos.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de la capital de la Provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su noti-
ficación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello con-
forme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 27 de noviembre de 2006.–La Directora General de los Registros 
y del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 22834 RESOLUCIÓN de 28 de noviembre de 2006, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
interpuesto por Aja Inmobiliaria, S. A., contra la negativa 
del Registrador de la propiedad de Estepona número 1 a 
practicar una rectificación de los asientos del Registro.

En el recurso interpuesto por don Antonio Soler Gómez y don José 
Manuel Rodríguez Fernández en nombre y representación de la mercantil 
Aja Inmobiliaria, S. A., contra la negativa del Registrador de la Propiedad 
de Estepona número 1, don José Luis Conejero Estévez a practicar una 
determinada rectificación de los asientos del Registro.

Hechos

I

Mediante escritura de 30 de enero de 2003 la mercantil Aja Inmobilia-
ria, S. A., compró a doña Catalina Salvadora de Hoyos Navarro la mitad 
indivisa que dicha señora tenía en la finca registral 11.589. La finca 
quedó inscrita por mitades a favor de la mercantil antedicha y a nombre 
de don José Caravaca Medina y su esposa respectivamente. Esta finca se 
encontraba incluida en una unidad de ejecución en cuyo proceso urba-


